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ASUNTO. CONFIRMA DECISIÓN  


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Accionante:
HUGO ARMANDO JARAMILLO MARÍN
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JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / AUSENCIA DE VULNERACIÓN /  “[E]ste Tribunal considera que la petición del señor Jaramillo Marín ya fue resuelta por COLPESIONES, debiendo el accionante solicitar a la AFP a la que estuvo por algún tiempo vinculado, la que según el certificado de información laboral fue HORIZONTE (folio 3), aunque el actor haya manifestado en su demanda que “aportó en un corto tiempo a “COLFONDOS” (folio 1), para que remita a COLPENSIONES la información pertinente con el fin de que se realice la actualización de su historia laboral, gestión que el actor no ha llevado a cabo, pese a que en la respuesta del 27 de julio de 2016, COLPENSIONES le había señalado que los ciclos faltantes correspondientes a los cotizados en el régimen de ahorro individual, debían ser subsanados directamente por la respectiva administradora de pensiones a la cual estuvo afiliado (folio 4). Así las cosas,  esta instancia en sede de tutela, no observa una actuación u omisión por parte de la entidad demandada, a la cual el señor Jaramillo Marín se encuentra afiliado desde el año 1996 cuando era el ISS, sin que se advierta petición pendiente por absolver por parte de COLPENSIONES.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales (…)”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0129
Hora: 11:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, señor Hugo Armando Jaramillo Marín en contra del fallo proferido el 14 de diciembre de  2016 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES.
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Hugo Armando Jaramillo Marín, que es funcionario del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC, y que se desempeña en el cargo de “dragoneante” desde el 25 de julio de 1996 hasta la fecha de la presentación de la acción de tutela. 

Durante su tiempo de servicio nunca ha sido suspendido en el ejercicio del cargo, tampoco ha gozado de licencias no remuneradas que hubiesen podido interrumpir los períodos efectivos de aporte para pensión.  Sin embargo, su historia laboral en la plataforma de COLPENSIONES reporta una serie de inconsistencias no corresponden a los 20 años y 4  meses de servicio que lleva con el INPEC.
Informó que sus cotizaciones se hicieron principalmente al I.S.S. COLPENSIONES, y en un lapso corto a COLFONDOS, tal y como figura en el certificado de períodos de vinculación laboral para fondos pensionales, formato No. 1 emitido por el INPEC, debidamente anexado, por lo que considera que COLPENSIONES ha omitido su deber de consolidar la información de su historia laboral, teniendo en cuenta la información de su empleador y de Colfondos.  
Por lo anterior, el 27 de julio de 2016 el actor radicó ante COLPENSIONES  una solicitud de corrección de su historia laboral y en esa oportunidad la entidad le contestó que su requerimiento sería resuelto en 60 días, sin que a la fecha de interposición de la acción de tutela la entidad tutelada no hubiere dado respuesta a la misma. 
2.2.  El accionante solicitó el amparo de su derecho de petición, y en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES a dar respuesta efectiva a la solicitud de corrección de historia laboral. 
2.3 Allegó copia de los siguientes documentos: i) formato No.1 correspondiente al certificado de información laboral; ii) oficio SEM-1014152 del 27 de julio de 2016 expedido por Colpensiones; iii) y cédula de ciudadanía. 

2.4 El juzgado de conocimiento corrió traslado de la demanda a Colpensiones, pero ésta hizo caso omiso al requerimiento del despacho. 

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante providencia del 14 de diciembre de 2016 el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, denegó el amparo de los derechos fundamentales al actor, ya que de conformidad con el recuento fáctico y el recaudo probatorio, la entidad accionada contestó en debida forma y conforme lo estipulado en la ley, el requerimiento efectuado por el señor Jaramillo Marín. (Fls. 12 y 13)
El señor Jaramillo Marín fue notificado del contenido del fallo anterior mediante el oficio No.1876 enviado por correo electrónico el 19 de diciembre de 2016 (Fl.18)

4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar, el 11 de enero de 2017, el señor Jaramillo Marín allegó un escrito en el que refirió que la respuesta emitida por Colpensiones no era suficiente y no se ajustaba a los parámetros jurisprudenciales que hacen referencia a la materialización del derecho de petición.  Consideró que la respuesta emitida no fue pronta ni oportuna, ya que la misma fue extemporánea y se dio en razón a la interposición de la presente acción de tutela. 

Señaló que su solicitud está encaminada a corregir su historia laboral en consideración a las cotizaciones que ha realizado de manera ininterrumpida, cuyos descuentos ha efectuado el mismo empleador, el cual se trata de una entidad pública, y por tanto a Colpensiones estaba en la obligación de velar por la correcta administración de sus aportes, por el pago oportuno de los mismos y asegurar que no se prestaran inconsistencias en su historia laboral. 
En la respuesta a la solicitud de corrección de historia laboral se presentan algunas inconsistencias, pues se evidencian algunos ciclos de cotización, tal es el caso del período comprendido entre el febrero de 2004 y septiembre de 2005, pese a que se aportaron las respectivas planillas de ese lapso. 

En esa respuesta Colpensiones tampoco señaló  que hubiera iniciado alguna gestión administrativa ante el INPEC para hacer efectiva la corrección de su historia laboral, a través de un cobro persuasivo o coactivo, pues se debe recordad que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, la mora es inoponible al empleado. 
Reiteró que la entidad accionada no tuvo en cuenta las planillas de pago para proceder a corregir su historia laboral. 

Solicitó que se revocara la decisión de primera instancia   y en su lugar se ordenara a Colpensiones que en el término de 48 horas, proceda a la corrección de la historia laboral, con base las planillas de pago aportadas con el requerimiento elevado. (Fls. 19-22)
5. CONSIDERACIONES

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
6.2.1. Le corresponde a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual resolvió no conceder el amparo del derecho de petición invocado por el señor Hugo Armando Jaramillo Marín, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por el parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión     b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.     c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.    d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoc o se concreta siempre en una respuesta escrita.    e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.    f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.   g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.   h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.  i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia cons titucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuando presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
 

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. Dentro de las pruebas aportadas con el escrito de la demanda de tutela,  sea lo primero precisar que el señor Hugo Armando Jaramillo Marín no aportó  copia del derecho de petición radicado en COLPENSIONES tendiente a que le corrigieran la historia laboral; no obstante, el accionante aportó una respuesta ofrecida por esa administradora de pensiones con fecha del 27 de julio de 2016 en la que se le informó que su historia laboral había sido corregida de manera integral (Fls. 4 y 5).  Al respecto, el A quo consideró COLPENSIONES había contestado en debida forma y conforme a lo estipulado por la ley, el requerimiento del señor Jaramillo Marín y por lo tanto, negó el amparo invocado.

6.5.2. No conforme con la decisión del juez de primer grado, el señor Jaramillo Marín allegó con el escrito de impugnación copia del derecho de petición donde solicitó la corrección de su historia laboral (Fl. 23) y sus anexos  (Fls. 24-42). Así mismo, el actor adjuntó copia del oficio emitido por COLPENSIONES del 7 de diciembre de 2016, mediante el cual se le indicó que verificada su historia laboral se encontró que el empleador CARCEL DISTRITO JUDICIAL PEREIRA no efectuó pagos por concepto de seguridad social para algunos ciclos, que se encuentran relacionados en esa comunicación; en la que igualmente, se le indicó que aun cuando la anterior AFP había trasladado los ciclos correspondientes al período en que el accionante estuvo vinculado con la misma, sin señalar cuál AFP, los períodos solicitados no se reflejaban en su historia laboral, por lo que le recomendaban que revisara los tiempos cotizados con su empleador y en caso de confirmar tales pagos, debería realizar la gestión directamente con la AFP, la que se encargaría de aplicar los aportes, remitir la información y el pago a COLPENSIONES.  (Fls. 45-46).
6.5.3. De acuerdo con lo acabado de relacionar, este Tribunal considera que la petición del señor Jaramillo Marín ya fue resuelta por COLPESIONES, debiendo el accionante solicitar a la AFP a la que estuvo por algún tiempo vinculado, la que según el certificado de información laboral fue HORIZONTE (folio 3), aunque el actor haya manifestado en su demanda que “aportó en un corto tiempo a “COLFONDOS” (folio 1), para que remita a COLPENSIONES la información pertinente con el fin de que se realice la actualización de su historia laboral, gestión que el actor no ha llevado a cabo, pese a que en la respuesta del 27 de julio de 2016, COLPENSIONES le había señalado que los ciclos faltantes correspondientes a los cotizados en el régimen de ahorro individual, debían ser subsanados directamente por la respectiva administradora de pensiones a la cual estuvo afiliado (folio 4).  

6.5.4. Así las cosas,  esta instancia en sede de tutela, no observa una actuación u omisión por parte de la entidad demandada, a la cual el señor Jaramillo Marín se encuentra afiliado desde el año 1996 cuando era el ISS, sin que se advierta petición pendiente por absolver por parte de COLPENSIONES.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.

6.5.5. Aunado a lo anterior, el accionante no llevó al convencimiento del juez de tutela alguna lesión o puesta en peligro inminente de sus prerrogativas constitucionales para obtener la protección de los mismas, de conformidad con lo indicado por la jurisprudencia constitucional en la que se ha reiterado sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se esté frente a un perjuicio irremediable. Al respecto la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará que el daño es de tal magnitud si “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”. (Ver Sentencia T-742 de 2011)
Por lo discurrido, se confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 14 de diciembre de 2016 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el señor Hugo Armando Jaramillo León en contra de Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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